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RESUMEN: Con la Directiva Permanente N° 015 de 2016, emanada 
del Ministerio de Defensa de la República de Colombia, se posibi-
litan los ataques militares contra las bandas criminales que exhiban 
mayor capacidad armada, que en virtud del instrumento normativo 
se re-conceptualizan como Grupos Armados Organizados (GAO), 
definición proveniente del Derecho Internacional Humanitario 
(DIH) para referirse a las agrupaciones que despliegan hostilidades 
en el marco de los conflictos armados. Este escrito propone que 
dicha política no es legítima a la luz del DIH, pues la actividad 
delictiva de las bandas criminales no se encuentra, en principio, en 
directa relación con las hostilidades del conflicto armado interno, y 
porque la principal consecuencia de la Directiva es la negación de 
la calidad de civiles a los miembros de los GAO, lo que contraviene 
no solamente los postulados del DIH sobre la protección a la po-
blación civil, sino el modelo mismo de Estado Social de Derecho.

PALABRAS CLAVE: grupos armados organizados, crimen or-
ganizado, política criminal, Convención de Palermo, Derecho 
Internacional Humanitario.

ABSTRACT: With the Permanent Directive N° 015 of 2016, from the 
Ministry of Defense of the Republic of Colombia, military attacks 
against criminal gangs that exhibit greater armed capacity are pos-
sible, which under the normative instrument are re-conceptualized 
as Organized Armed Groups (OAG), definition from International 
Humanitarian Law (IHL) to refer to groups that deploy hostilities in 
the context of armed conflicts. This paper proposes that this policy 
is not legitimate in view of IHL, since the criminal activity of crimi-
nal gangs is not, in principle, directly related to the hostilities of the 
internal armed conflict, and because the main consequence of the 
Directive is the denial of the quality of civilians to the members of 
the OAG, which contravenes not only the postulates of IHL on the 
protection of the civilian population, but also the very model of the 
Social State of Law.

KEYWORDS: Organized armed groups, organized crime, criminal 
policy, Convention of Palermo, International Humanitarian Law.
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INTRODUCCIÓN

El proceso de desmovilización paramilitar que tuvo lugar entre los años 
2003 y 2006 implicó un replanteamiento de la escena criminal en Colombia, 
pues significó la visibilidad de algunos grupos antes opacados por el accionar 
de las autodefensas, y en muchos otros casos, los antiguos miembros de las 
agrupaciones paramilitares continuaron la actividad delictiva, pues aprove-
charon los vacíos de poder dejados por los aparatos del paramilitarismo1. En 
otros términos, aunque tuvo lugar la dejación de las armas por parte de miles 
de efectivos paramilitares, las estructuras criminales permanecieron incólu-
mes, especialmente las redes criminales dedicadas al tráfico de estupefacien-
tes y sus actividades delictivas conexas2.

Si bien es cierto que algunos sectores reconocían en los grupos de auto-
defensas un componente contrainsurgente, es decir, de combate a las agru-
paciones guerrilleras en Colombia, las bandas delincuenciales surgidas con 
posterioridad a la desmovilización despejaron este panorama, en el sentido 
de ser más clara su finalidad delictiva, limitada casi exclusivamente a las ac-
tividades propias del crimen organizado, es decir, el control de los mercados 
ilícitos provenientes del tráfico de estupefacientes, la extorsión, el secuestro, 
entre otras actividades3.

A este respecto, las llamadas bandas criminales en Colombia respon-
den, al menos en principio, a la caracterización ofrecida en el literal a) del 
artículo 2º de la Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional -Convención de Palermo- (2000), que exige como 
finalidad de la actividad delictiva la obtención de lucro o algún otro beneficio 
material. Establece la norma en comento que por grupo delictivo organizado 
se entenderá un grupo estructurado de tres o más personas que exista durante 
cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno 
o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención 
con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro 
beneficio de orden material4.

En este artículo se toma postura en el sentido de sostener que las lla-
madas bandas criminales, denominadas en la Directiva desde la dicotomía 
GAO-Grupos Delictivos Organizados (GDO), responden a la lógica del 

1 gRAnADA, RestRepo y tobón (2009) p. 467.
2 comisión nAcionAL De RepARAción y ReconciLiAción (2007) p. 5.
3 comisión inteRAmeRicAnA De DeRechos humAnos (2013) p. 55.
4 convención De pALeRmo de 2000.
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crimen organizado, porque la naturaleza de sus actividades es el afán de 
lucro, y porque presentan una organización estructural, una pluralidad de 
personas, capacidad armada y empleo de la violencia para la obtención de 
sus fines y un cierto grado de captura del Estado por corrupción, que se han 
comprendido como las notas dominantes de la criminalidad organizada, de 
acuerdo con la Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y diversas fuentes doctrinales sobre la materia5.

Como se ha dicho, este proceso de desmovilización es decisivo en la 
composición de la escena criminal colombiana del último decenio, pues hoy 
por hoy, uno de los mayores desafíos en materia de seguridad y de manteni-
miento del orden público en Colombia es el enfrentamiento de estas agrupa-
ciones de criminalidad organizada que nacieron con posterioridad al proceso 
de desmovilización paramilitar, o que se hicieron visibles con la retirada de 
las autodefensas6, pues al tiempo que aumentaron su portafolio de activida-
des criminales, mejoraron y adaptaron sus estructuras y emplean constante-
mente la violencia para el logro de sus finalidades, en un contexto carente de 
ideología política o de actividad contrainsurgente7.

Uno de los aspectos más llamativos del fenómeno es la inexistencia de 
un acuerdo conceptual sobre la denominación que ha de aplicarse a estos 
grupos8. Se les ha denominado bandas criminales, neo-paramilitares, parami-
litares de tercera generación9 y hoy por hoy, de acuerdo con la caracteriza-
ción ofrecida por el Gobierno Nacional, se les reconoce como GAO y como 
GDO, de acuerdo con la Directiva Permanente N° 015 de 2016, emanada del 
Ministerio de Defensa (en adelante, la Directiva).

La Directiva es un instrumento normativo expedido el 22 de abril de 
2016, que tiene como finalidad el combate a las agrupaciones que otrora 
fueron oficialmente denominadas “bandas criminales”, y que en virtud de la 
norma bajo análisis se desagregan bajo las nociones de GDO y GAO.

Este artículo se detiene en los GAO, denominación que no fue creada en 
virtud de la Directiva, sino que está presente en los instrumentos internaciona-
les relativos al Derecho Humanitario –especialmente el Protocolo II Adicional 

5 coALición De DeRechos humAnos contRA LAs estRuctuRAs cLAnDestinAs (2004), echAnDíA 
(2013), JAime y cAstRo (2010).

6 comisión nAcionAL De RepARAción y ReconciLiAción (2007).
7 Rico (2013).
8 pRieto (2013).
9 gRAnADA, RestRepo y tobón (2009).
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a los Convenios de Ginebra (1977) para caracterizar aquellas agrupaciones 
que despliegan operaciones militares en el contexto del conflicto armado 
y que “cuentan con un nivel de organización suficiente para constituir una 
parte en un conflicto armado”10. Asimismo no es ocioso, recordar que estas 
normas de DIH constituyen costumbre internacional y son intransgredibles, 
y por consiguiente, “si bien el DIH se encuentra hoy positivizado en varios 
tratados internacionales, lo cierto es que para su aplicación a la totalidad de 
los Estados, no es necesario que estos hayan ratificado los instrumentos”11.

A partir de la vigencia de la Directiva, las fuerzas militares pueden atacar 
a las bandas criminales que reúnan los requisitos previstos para los GAO, esto 
es, que empleen la violencia contra la fuerza pública u otras instituciones del 
Estado, la población civil u otros grupos armados, que posean la capacidad 
de generar violencia más allá de los disturbios internos, y que tengan una or-
ganización y mando que les permita servirse de la violencia en ciertas áreas 
del territorio nacional12.

Esta política refleja las necesidades del Estado en el combate contra las 
bandas criminales, y acude al mayor ejercicio de fuerza posible para su anu-
lación, esto es, la participación de las fuerzas militares13. No obstante, y aun-
que es desde todo punto de vista loable la pretensión del Estado de minar 
las bandas criminales, en este escrito se plantea la incorrección de asignar 
a estos grupos la denominación de GAO, porque con ello se desconoce la 
esencia de dicho calificativo a la luz del DIH, esto es, que alude a grupos que 
desarrollan acciones militares en el contexto del conflicto14, y la Directiva 
que se estudia no demuestra que las agrupaciones criminales llevan a cabo 
tales actividades de forma sistemática –ni siquiera eventual–, cuestión que 
impide acudir a la denominación de GAO.

Así planteada la cuestión, se formula el problema de investigación, en 
los siguientes términos: ¿Cuáles son las razones a partir de las que puede 
afirmarse que la política de ataques militares contenida en la Directiva –ema-
nada del Ministerio de Defensa de la República de Colombia– es ilegítima a 
la luz del DIH? Por consiguiente, el objetivo general es el de establecer las 
razones a partir de las cuales puede afirmarse que la política de ataques mi-
litares contenida en la Directiva –emanada del Ministerio de Defensa de la 
República de Colombia– es ilegítima a la luz del DIH.

10 KLeffneR (2011) p. 2.
11 Varón y Quinche (2010) p. 113.
12 Directiva Permanente nº 015 De 2016.
13 sAint-pieRRe y DonADeLLi (2014).
14 RoDRíguez (2013).
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En cuanto a los aspectos metodológicos, se trata de una investigación 
de carácter cualitativo, con alcance correlacional entre dos variables: de una 
parte, los aspectos de política criminal contenidos en la Directiva, y de otro 
lado, el empleo del arsenal teórico del DIH para estudiar la Directiva. Se uti-
lizarán fuentes primarias (esencialmente, la Directiva y las normas jurídicas 
pertinentes) y secundarias (libros de texto y artículos de investigación sobre 
la materia).

El plan de trabajo del escrito comenzará por el análisis del alcance de la 
Directiva respecto del combate a los GAO y posteriormente, se abordarán las 
principales críticas a la política criminal que aquélla adopta, a la luz de los 
contenidos teóricos del DIH.

De esta forma, el principal resultado que arroja la investigación es que 
asignar a los grupos de criminalidad organizada en Colombia el calificativo 
de GAO refulge desatinado, pues desconoce la normativa en materia de DIH, 
y resulta ilegítima a la luz de los postulados de Estado social de Derecho 
previsto en la Carta Política de 1991 y los derechos de protección de la po-
blación civil previstos en el mismo DIH.

I. PRESENTACIÓN DE RESULTADOS Y DISCUSIÓN

1.  El alcance de la Directiva Permanente N° 015 de 2016, del Ministerio 
de Defensa de la República de Colombia

La política criminal puede entenderse, muy generalmente, como el con-
junto de instrumentos de política pública en orden a la prevención y sanción 
de la criminalidad, pero además como un estándar al que debe someter-
se la actividad del Estado para conseguir esa finalidad de protección de la 
sociedad15.

Como ha tenido oportunidad de advertirse, en el contexto actual, uno 
de los mayores retos de la política criminal colombiana es el enfrentamiento 
de las bandas criminales, por la escalada delictiva de que han hecho mues-
tra16. Por tanto, es perentorio y legítimo que el Estado persiga estas formas de 
criminalidad. Así, dentro de estos instrumentos se halla la Directiva, cuyo ob-
jetivo es determinar lineamientos de política del Ministerio de Defensa para 
enfrentar a los GAO y los GDO que, como se verá, son las denominaciones 
mediante las que se re-conceptualiza a las bandas criminales en Colombia. 

15 JuáRez y meDinA (2011).
16 pRieto (2013).
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Respecto de la obligatoriedad de la Directiva de acuerdo con el numeral III, 
las instrucciones contenidas en él deben ser aplicadas por todos los niveles 
de mando en las fuerzas militares y la Policía Nacional.

En esencia, la Directiva demuestra un sensible giro en el entendimiento 
del fenómeno de las bandas criminales en Colombia. Y es que en un análisis 
anterior, llevado a cabo en el año 2011, se determinó que estos grupos no po-
dían ser entendidos como agrupaciones al margen de la ley, de acuerdo con 
el DIH, cuestión que, por tanto, excluye su tratamiento como grupos armados 
organizados a la luz de ese ordenamiento. Siendo así, solamente pueden ser 
combatidos en el marco de los derechos humanos17.

De hecho, la propia Directiva recuerda que, de acuerdo con el Consejo 
Nacional de Seguridad de 2011: “se determinó que las bandas criminales en 
su totalidad eran entendidas como grupos delictivos organizados y no cum-
plían con los requisitos objetivos por el Derecho Internacional para ser con-
sideradas como Grupos Armados Organizados. En consecuencia, la lucha en 
contra de éstas debía circunscribirse en el marco del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos (DIDH)”18.

En suma, y con respecto al uso de la fuerza contra las bandas crimina-
les, con anterioridad a la Directiva que se analiza, la autoridad encargada de 
combatir estas agrupaciones era de manera prevalente la Policía Nacional, 
de acuerdo con sus atribuciones constitucionales y legales19, puesto que se 
analizaba como una manifestación criminal sin connotaciones para el DIH20. 
Excepcionalmente, la policía podía solicitar el apoyo de las fuerzas militares 
para hacer frente a las bandas criminales, siempre que el nivel de hostilidad 
y de organización así lo ameritara, tal como se regula en el artículo 11 del 
decreto N° 2374 de 201021.

Aunque las funciones de las fuerzas militares están delimitadas en nor-
mas como el artículo 217 constitucional22 y el Decreto N° 1512 de 2000 de 
la Presidencia de la República, a cuyo tenor dichos cometidos son la defensa 
de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio y del orden 
constitucional, no ha sido extraña en el ordenamiento jurídico colombiano la 

17 peRico (2017) p. 157.
18 Directiva Permanente nº 015 De 2016.
19 poLicíA nAcionAL De LA RepúbLicA De coLombiA (2010).
20 poLicíA nAcionAL De LA RepúbLicA De coLombiA (2007).
21 Decreto N° 2374 de 2010.
22 Constitución Política de Colombia de 1991.
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solicitud de auxilio o apoyo de las Fuerzas Militares, por parte de las fuerzas 
policiales o las autoridades administrativas, para enfrentar serias amenazas 
de orden público. 

Al respecto, el artículo 79 del Decreto N° 1512 de 2000 indica que la 
asistencia militar es el requerimiento de las autoridades indicadas, “cuando la 
Policía Nacional no esté por sí sola en capacidad de contener grave desorden 
o enfrentar una catástrofe o calamidad pública”23. Disposiciones similares se 
hallaban en el artículo 86 del Decreto Nº 1355 de 1970, modificado por el 
Decreto N° 522 de 197124, cuando medie igualmente una grave situación de 
orden público que amerite la asistencia militar.

Quiere resaltarse con la reseña de este marco normativo que con ante-
rioridad a la Directiva, la solicitud de apoyo militar era procedente de forma 
excepcional y de forma transitoria para conjurar específicas amenazas al or-
den público o en caso de grave calamidad pública. No obstante, respecto del 
uso de la fuerza, la Directiva contiene las siguientes innovaciones:

- La Policía Nacional continúa en su labor de enfrentar a los grupos de-
lincuenciales, pero la misma policía o la autoridad civil competente podrán 
solicitar asistencia militar. Se defieren a la policía las labores investigativas 
y operacionales respecto de los GDO (Numeral II de la Directiva). Se re-
cuerda que con arreglo a la Directiva, estas agrupaciones se definen como 
conglomerados estructurados “de tres o más personas que existan durante 
cierto tiempo y que actúen concertadamente con el propósito de cometer 
uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la Convención de 
Palermo, con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio econó-
mico u otro beneficio de orden material”25.

Es decir que en lo atinente a los GAO, la situación no es muy disímil 
de lo que muestra el recuento normativo sobre asistencia militar, pues como 
indica claramente la Directiva, las labores operativas frente a estos grupos 
continúan en cabeza de la autoridad policial.

- El cambio relevante se produce respecto al enfrentamiento de los aho-
ra denominados GAO, pues las fuerzas militares, de forma autónoma o en 
coordinación con la policía o la autoridad civil competente, combatirán estos 
grupos (Numeral II de la Directiva). Obsérvese que este empleo de la fuerza 
militar puede suceder de forma autónoma.

23 Decreto Nº 1512 de 2000.
24 Normas hoy derogadas por la Ley N° 1801 de 2016.
25 Directiva Permanente N° 015 de 2016.
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Esta variación conduce, prima facie, a la desnaturalización de las funcio-
nes constitucionales de las fuerzas militares, no por las funciones de auxilio 
a las autoridades públicas, sino por el combate autónomo de las agrupacio-
nes en comento. Pero además, de manera correlativa, se producen impactos 
respecto del marco jurídico aplicable a estos GAO, como pasa a analizarse.

Es de remarcar que la distinción que se analiza tiene gran relevancia 
más allá de lo meramente semántico, toda vez que una de las consecuen-
cias cruciales de la definición de estas colectividades como GAO es que sus 
miembros pierden la condición de civiles y pueden por tanto ser objeto de 
ataques directos. De acuerdo con las reglas del DIH, los grupos de violencia 
armada, como la delincuencia organizada o un grupo terrorista sin relación 
con las partes en el conflicto armado, no son combatientes. En este sentido, 
los grupos organizados de violencia armada (delincuencia común, terroristas 
o piratas) sin relación con ninguna parte en el conflicto armado no son miem-
bros de las Fuerzas Armadas ni combatientes26.

Ahora bien, al tenor del numeral 2º del artículo 13 del Protocolo II 
Adicional a los Convenios de Ginebra (1977), “No serán objeto de ataque la 
población civil como tal, ni las personas civiles”. A su vez, el numeral 3º del 
mismo artículo indica que la protección ofrecida en el Título IV del Protocolo 
II Adicional se pierde solamente por la participación directa en las hostilida-
des y mientras dure esa participación.

En otros términos, de acuerdo con el DIH, los civiles que participan 
en las hostilidades pierden la protección contra ataques directos, pero sólo 
mientras dure su participación en las hostilidades27. No obstante, la regula-
ción presente en la Directiva respecto de los miembros de GAO es diferente, 
en tanto dejan de ser civiles, y pueden ser objeto de ataques directos mientras 
dure su permanencia en el grupo28. De similar opinión es Rodríguez, para 
quien “las personas civiles en los conflictos armados internacionales gozan de 
la protección contra los ataques directos salvo y por el tiempo en que tomen 
parte directa en las hostilidades”29.

Frente a esta decisión de política criminal, se realizan las siguientes crí-
ticas, con apoyo en los lineamientos del DIH:

26 RoDRíguez (2013) p. 170.
27 cRuz RoJA y meDiA LunA RoJA (2011).
28 meLzeR (2010) p. 73.
29 RoDRíguez (2013) p. 170.
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2.  Las actividades de las agrupaciones de criminalidad organizada en 
Colombia no tienen como finalidad prevalente la participación en las 
hostilidades del conflicto armado colombiano

De acuerdo con el numeral 1º del artículo 1º del Protocolo II Adicional a 
los Convenios de Ginebra de 1949 (1977), que regula los conflictos armados 
no internacionales, este tipo de confrontaciones son las que tienen lugar “en 
el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas 
armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de 
un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control 
tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y 
aplicar el presente Protocolo”30.

Así, y respecto de las bandas criminales, en primer término cabe hablar 
de una desnaturalización de las categorías jurídicas aplicables al combate del 
fenómeno de las bandas criminales, pues la finalidad principal de sus acti-
vidades no guarda relación directa con las hostilidades propias del conflicto 
armado.

En su mayoría, las bandas criminales se dedican al crimen organiza-
do, cuyo objeto capital es al afán de lucro, como se desprende no solamen-
te de diversas fuentes en materia de criminalidad organizada31, sino de la 
Convención de Palermo, como acaba de verse. Así las cosas, el objeto de las 
bandas criminales no es la participación en las hostilidades de la confronta-
ción armada32. Por supuesto que esta distinción no puede hacerse de modo 
tajante, toda vez que las interrelaciones entre el conflicto armado y el crimen 
organizado en Colombia hacen que sea difícil en muchas ocasiones demar-
car una línea divisoria33. 

La Corte Constitucional colombiana refrenda la inoperancia de reglas 
absolutas y tajantes respecto de si la actividad de un grupo criminal puede 
entenderse como propia de la participación en las hostilidades o no. Por estas 
razones, en su jurisprudencia ha señalado que “existen elementos objetivos 
que permiten encuadrar ciertas conductas dentro del conflicto, y hay extre-
mos en los que, por el contrario, también resulta claro que se está frente a 
actos de delincuencia común no cubiertos por las previsiones de la ley. En el 
medio existen zonas grises, que no es posible predeterminar de antemano, 

30 Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra de 1977.
31 De León et. al. (2012) y pRieto (2013), entre otros.
32 chAbAt (2005).
33 gARzón (2008).



21

ARS BONI ET AEQUI (AÑO 13 N° 2): PP. 11 - 33

pero en relación con las cuales sí es posible señalar que no cabe una exclusión 
a priori, con base en una calificación meramente formal”34.

Por tal razón, la Corte llama a una ponderación en cada caso concreto, 
que permita delimitar la acción del grupo criminal como propia de las hosti-
lidades, o referida al crimen organizado y el afán de lucro, según las circuns-
tancias de cada caso particular: 

La noción de conflicto armado interno “no se agota en la 
ocurrencia de confrontaciones armadas, en las acciones violentas 
de un determinado actor armado, en el uso de precisos medios de 
combate o en la ocurrencia del hecho en un espacio geográfico 
específico, sino que recogen la complejidad de ese fenómeno, en 
sus distintas manifestaciones, y aun frente a situaciones en donde 
las actuaciones de los actores armados se confunden con las de la 
delincuencia común o con situaciones de violencia generalizada. 
También surge de lo anterior que a pesar de los esfuerzos del 
legislador por fijar criterios objetivos para determinar cuándo se 
está ante una situación completamente ajena al conflicto armado 
interno, no siempre es posible hacer esa distinción en abstracto, 
sino que con frecuencia la complejidad del fenómeno exige 
que en cada caso concreto se evalúe el contexto en el que se 
producen tales acciones y se valoren distintos elementos para 
determinar si existe una relación necesaria y razonable con el 
conflicto armado interno35.

No obstante, sí es posible afirmar que esencialmente, y al menos en prin-
cipio, estas bandas no tienen inclinaciones contrainsurgentes y carecen de 
ideología política36. En este sentido, la propia Directiva es clara en sostener 
que “Estos grupos carecen de ideología política y la aplicación de la presente 
directiva no les concede estatus político alguno. Sin embargo, no por ello se 
puede desconocer que su actuación tiene un alcance nacional e internacio-
nal, que a partir de la concertación de sus integrantes está asociado para la 
comisión de diferentes delitos con fines económicos y materiales”37.

Por tanto, los delitos que cometen no son, en principio, crímenes de 
guerra, es decir, delitos contra las personas y bienes protegidos por el DIH, ni 

34 Corte Constitucional Colombiana, Acción pública de inconstitucionalidad de los ciudada-
nos Gallón Giraldo y otros (2012, Sentencia C-781).

35 Ibídem.
36 mcDeRmott (2014).
37 Directiva Permanente Nº 015 de 2016.
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acciones alusivas a la participación en las hostilidades del conflicto armado 
interno, o acciones militares, sino crímenes comunes definidos en el Código 
Penal. Esto no quiere decir que, eventualmente, las bandas criminales no 
puedan realizar acciones dentro del conflicto armado, es decir, que guarden 
relación directa con las hostilidades, como lo tiene decantado la jurispruden-
cia de la Corte Constitucional que tuvo oportunidad de citarse en preceden-
cia. Con todo, su actividad prevalente es la obtención de lucro mediante con-
ductas como la extorsión, el narcotráfico, el microtráfico, la minería ilegal, 
el contrabando, el tráfico de hidrocarburos, entre muchos otros quehaceres 
delictivos38.

En este orden de ideas, se sostiene que las bandas criminales no realizan 
acciones militares, esto es, acciones con ocasión y en desarrollo del conflicto 
armado interno, por lo que no se posibilita aplicar a sus miembros las dispo-
siciones del Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra. De hecho, el 
mismo Protocolo, en el numeral 2º del artículo 1º, excluye las formas de vio-
lencia existentes allende las fronteras del conflicto armado. Establece la nor-
ma: “El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones inter-
nas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y 
aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados”.

Y es tal la aseveración que en este artículo se hace respecto del actuar de 
las bandas criminales: son, evidentemente, manifestaciones violentas, pero 
al no tratarse de acciones militares, se encuentran excluidas del ámbito de 
aplicación de la normativa del DIH.

De allí que, ab initio, la regla aplicable es que estas manifestaciones 
criminales deben ser atacadas por la Policía Nacional y no por las fuerzas 
militares, ya que es la aquélla autoridad encargada de preservar el orden 
público en el territorio nacional y, excepcionalmente, solicitará el auxilio 
de las fuerzas militares cuando ello proceda. Sin embargo, con la Directiva, 
esta participación militar puede ser autónoma, como se ha visto, pese a que 
no se demuestra la relación entre las actividades de estas agrupaciones y las 
hostilidades del conflicto armado.

De manera que lo que se advierte en la Directiva es un esfuerzo argu-
mentativo en aras de permitir que las bandas criminales sean combatidas por 
las fuerzas militares, con la principal consecuencia de negar a los miembros 
de estos GAO la condición de civiles, con el propósito de eliminar la protec-
ción frente a ataques directos, como acaba de verse.

38 pRieto (2013).
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En síntesis, la Directiva no demuestra que el accionar de estos grupos 
se guía por la consecución de alguna finalidad como parte en el conflicto 
armado interno colombiano. Se trata de dos fenómenos diferentes: por un 
lado, no puede negarse que las bandas criminales agravan la situación de 
orden público en Colombia, que tienen intereses criminales, que emplean la 
violencia para lograr sus fines, entre otras condiciones, pero ello no significa 
que puedan ser catalogadas como GAO con intereses en el conflicto armado, 
desde la perspectiva del DIH.

En este orden de ideas, la Directiva se contenta con afirmar que estas 
agrupaciones han mejorado su capacidad armada y su posibilidad de pene-
tración en el territorio, al tiempo que han evolucionado en su estructura or-
ganizacional. Lo paradójico es que ello es absolutamente cierto39, y el estado 
del arte sobre el crimen organizado en Colombia así lo establece40.

Sin embargo, ocurre que no basta con que una agrupación armada signi-
fique una mayor amenaza al orden público, o que su estructura organizacio-
nal evolucione, como para emitir normas que permitan el ataque autónomo 
por parte de las fuerzas militares, amparándose en la definición de GAO que 
ofrece el DIH, pues opera una confusión conceptual cuando se prescinde del 
análisis de los actos hostiles que realizan estas agrupaciones, como para en-
tender que participan directamente en el conflicto armado. Es precisamente 
esta argumentación la que se extraña en la Directiva. Lo que subyace tras la 
misma es la necesidad de utilizar el potencial militar para la neutralización 
del enemigo.

En este sentido, no puede negarse la grave incidencia de las bandas cri-
minales en la situación de orden público en Colombia, cuyo accionar genera 
severas perturbaciones a la armónica convivencia entre los asociados, y que 
por lo demás implicó el aumento en el portafolio de actividades criminales 
de estos grupos. Por lo pronto, el Estado no ha mostrado capacidad suficiente 
para conjurar la situación, motivándose así en buena parte la decisión de 
acudir a las fuerzas militares41.

Desde este panorama argumentativo, la amenaza de la criminalidad 
organizada en Colombia alcanza tales cotas que se hace necesaria la emi-
sión de normas especialísimas, en las que subyace una diferenciación en-
tre los ciudadanos del común, cuyos crímenes se combaten mediante los 

39 KessLeR (2014).
40 gRAnADA, RestRepo y tobón (2009).
41 sAint-pieRRe y DonADeLLi (2014).
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mecanismos ordinarios de política criminal y las herramientas comunes del 
Derecho penal, y los miembros de las agrupaciones de criminalidad orga-
nizada, quienes se asumen como GAO por el carácter reprochable de sus 
actividades, frente a los cuales se hace insoslayable intensificar el empleo de 
la fuerza institucional del Estado, pese a que no se argumenta con suficiencia 
en torno a las razones de esta intervención.

De allí surge la segunda crítica que se realiza a la decisión de la Directiva 
bajo análisis, que se estudia a renglón seguido.

3.  La debilidad de la argumentación de la Directiva respecto de la 
necesidad de intervención de las fuerzas militares

En la Directiva no aparece una argumentación suficiente que permita la 
legítima participación de las fuerzas militares en el combate del fenómeno, 
al menos desde la consideración de los GAO, aunque queda a salvo el apoyo 
eventual que puedan prestar a las actividades de la Policía Nacional. El ins-
trumento se limita a afirmar que “se ha evidenciado que grupos anteriormen-
te denominados como bandas criminales (BACRIM), en algunos casos, han 
alcanzado un nivel de hostilidades y de organización de la estructura armada 
que cumplen con las características de los GAO”42. 

Así, cabe preguntar: ¿Cuál es este nivel de hostilidades? ¿Cuáles son los 
cambios en la organización armada que permiten el ataque directo de las 
fuerzas militares, de manera autónoma? En suma, ¿en qué hechos concretos 
de la realidad se ampara la Directiva para considerar que a partir de ahora 
las bandas criminales despliegan acciones beligerantes en el contexto de las 
hostilidades del conflicto colombiano?

Como se sostiene en este escrito, es una verdad indiscutible que las 
agrupaciones de criminalidad han evolucionado y perfeccionado su accio-
nar. Ciertamente, nadie pondrá en duda que estas manifestaciones delictivas 
representan un desafío para el Estado en su necesidad de perseguir esta forma 
de criminalidad. No se pone en escrutinio tampoco la obligatoriedad para el 
Estado de combatir con severidad estas actividades delincuenciales. Pese a 
ello, no encuentra justificación llegar al extremo de negar la calidad de perso-
nas civiles a los miembros de estas bandas, solamente para encontrar asidero 
legal para la participación de las fuerzas militares, más allá del auxilio que 
puedan legítimamente prestar a las actividades policiales.

42 Directiva Permanente Nº 015 de 2016.
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La Directiva puede ser analizada entonces desde el prisma del Derecho 
penal simbólico, por la relevancia de la comunicación política punitivista, y 
al decir de Jakobs y Cancio, “estos efectos incluso pueden llegar a estar inte-
grados en estrategias mercado-técnicas de conservación del poder político”43. 
Se insiste en que la Directiva no analiza cuál es la relación entre las activida-
des de los grupos de criminalidad organizada y las hostilidades del conflicto 
armado, cuestión indispensable para asignar la denominación de GAO, y por 
ello se asemeja más a un instrumento eficientista, que pretende evidenciar un 
Estado que reacciona con dureza ante la criminalidad44. 

Se encuentra entonces una evidente contradicción entre el principio del 
Derecho penal de acto y normas como la Directiva, que acuden al criterio de 
la peligrosidad del autor para motivar las medidas de fuerza por parte de los 
estamentos militares.

Así las cosas, la normativa presente en la Directiva, pese a la encomiable 
finalidad de enfrentar la criminalidad organizada, no muestra coherencia con 
el principio del Derecho penal de acto, esencial en un ordenamiento punitivo 
democrático, y se revela más bien como una medida que busca a toda costa 
la eficiencia del sistema de política criminal45.

4.  La incorrección de asignar la definición de GAO

La tercera crítica tiene que ver con la definición de GAO aplicable a las 
bandas criminales. En primer término, esta noción se emplea para los grupos 
que participan en las hostilidades mediante la realización de operaciones 
militares46. No se refiere a colectividades cuya principal finalidad sea la comi-
sión de criminalidad organizada. La misma Directiva consigna que un GAO 
es aquel que “bajo la dirección de un mando responsable, ejerza sobre una 
parte del territorio un control tal que le permita realizar operaciones militares 
sostenidas y concertadas”47.

De manera que si se entiende que estas bandas tienen como actividad 
principal la criminalidad organizada, no puede entenderse que participan di-
rectamente en las hostilidades, o que su quehacer principal sea la realización 
de operaciones militares sostenidas y concertadas en el marco del conflicto 
armado interno.

43 JAKobs y cAncio (2003) p. 77.
44 Ibídem.
45 núñez (2009).
46 RoDRíguez (2013).
47 Directiva Permanente N° 015 de 2016.
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Ahora bien, es indudable que las bandas de criminalidad organizada 
emplean la violencia para la consecución de sus fines48. Pero acontece que 
esta violencia es instrumental, es decir, dirigida a la consecución del designio 
perseguido con el delito49, no orientada al combate de las fuerzas del Estado 
en el marco de las hostilidades del conflicto.

De otra parte, también es indudable que estos grupos poseen una es-
tructura50, pero ello no significa que la misma esté diseñada para combatir 
al Estado en el marco de las hostilidades del conflicto. La estructura de una 
banda criminal sirve a los fines de la criminalidad organizada51.

Así las cosas, y como ya se afirmó, la Directiva define a los GDO como 
un conjunto estructurado con vocación de permanencia, cuya actividad prin-
cipal sea la comisión de los delitos previstos en la Convención de Palermo, en 
pos de la obtención de beneficios52. Con esta noción, la Directiva se refiere a 
las más puras manifestaciones de criminalidad organizada, cuya finalidad es 
el afán de lucro, y de acuerdo con el instrumento bajo análisis, su combate 
corresponde a la Policía Nacional.

Con todo, la distinción que hace la Directiva entre GAO y GDO es artifi-
ciosa pues, sin una argumentación suficiente, hace que los miembros de GAO 
pierdan la condición de civiles conforme al DIH y que puedan ser objeto de 
ataques directos por parte de las fuerzas militares. En opinión de Rodríguez, 
“las personas civiles pierden la protección contra los ataques directos en el 
tiempo de duración de cada acto específico que equivalga a la participación 
directa en las hostilidades, mientras que los miembros de los grupos armados 
organizados pertenecientes a una parte no estatal en el conflicto armado ce-
san de ser personas civiles y pierden la protección contra los ataques directos 
durante el tiempo en que asuman su función de combate continua”53.

Distinto es que dentro del mundo criminal existan agrupaciones mucho 
más fuertes que otras, y que efectivamente muestran una capacidad armada 
y una organización mejor que otras. Pero de ello no puede seguirse que se 
conviertan en actores armados de acuerdo con el DIH.

48 coALición De DeRechos humAnos contRA LAs estRuctuRAs cLAnDestinAs (2004).
49 De León et al. (2012).
50 gARzón (2008).
51 fARALDo (2013).
52 Directiva Permanente N° 015 de 2016.
53 RoDRíguez (2013) p. 197.
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Ahora bien, conforme a la Directiva, es posible que una agrupación ca-
racterizada como GAO sea posteriormente considerada como GDO y a la 
inversa. Para aumentar la inseguridad jurídica, esta decisión corresponde a 
los miembros permanentes del Acuerdo de Comandantes del Sector Defensa. 
Al respecto, el literal b del numeral 1del numeral VIII de la Directiva estable-
ce que los miembros permanentes tienen dentro de sus funciones: “Evaluar y 
decidir si un grupo delictivo organizado, como consecuencia de la caracte-
rización realizada con base en la información de inteligencia proporcionada 
por la JIC y el CI 2-GDO/GAO, cumple con las características propias de un 
GAO, y en consecuencia, adquirir la calidad de GAO”.

A su turno, indica el literal c: “Evaluar y decidir si un GAO, como conse-
cuencia de la caracterización realizada con base en la información de inteli-
gencia proporcionada por la JIC y el CI2-GDO/GAO, deja de cumplir con las 
características propias de este tipo de grupos y en consecuencia su denomi-
nación será grupo delictivo organizado”. Cabe anotar que el CI2-GDO/GAO 
al que alude la norma es el Centro Integrado de Inteligencia contra los GDO 
y grupos armados organizados, siendo la instancia técnica para la caracteri-
zación de estos grupos.

En suma, el hecho de que una agrupación criminal pierda o no la condi-
ción de civil depende de la decisión de autoridades administrativas que em-
plean la fuerza institucional del Estado, proceder que sustrae este debate de 
la esfera democrática, al tiempo que pone en evidente riesgo la legitimidad 
de la intervención, que es precisamente otro de los caracteres distintivos del 
Derecho penal del enemigo: la aplicación de la norma a ciertos ciudadanos 
cuya condición se ve degradada por una decisión administrativa54.

Como se refirió, es claro que las bandas criminales representan una gran 
amenaza a la institucionalidad y por ello el Estado decide combatirlas con 
acritud. Esto puede conducir a tensiones entre las garantías fundamentales 
y la necesidad de enfrentar la criminalidad. Para la literatura especializada, 
“esta discusión sobre la legitimidad del Derecho penal se plasma en el bino-
mio prevención-garantías, en permanente conflicto (a mayor prevención, ma-
yor detrimento de las garantías; y a mayor maximización de garantías, menor 
funcionalidad preventiva”55.

54 núñez (2009) p. 401.
55 cRespo (2006) p. 87.
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CONCLUSIONES

A partir de la vigencia de la Directiva Permanente N° 015 de 2016, ema-
nada del Ministerio de Defensa, se replantea la caracterización de los grupos 
delincuenciales en Colombia. De una parte, los GDO, que son aquellas agru-
paciones de tres o más personas que se dedican a la comisión de delitos que 
tienen como finalidad prevalente el afán de lucro, mediante una estructura 
que permanece en el tiempo. De otro lado, los GAO, que son colectivos con 
un mayor nivel de capacidad armada y estructura organizacional.

La relevancia de esta clasificación radica en que los GAO pueden ser 
combatidos incluso mediante las fuerzas militares y no solamente con la fuer-
za policial. Esta posibilidad radica en que, hasta ahora, el Estado colombiano 
no ha podido conjurar la amenaza de orden público que representan estas 
agrupaciones.

Con todo, esta eventualidad de ataques militares contra estas colectivi-
dades tiene un sensible impacto en el contexto del DIH, puesto que la deno-
minación de GAO se aplica a aquellos que participan en las hostilidades del 
conflicto armado, y por tanto, sus miembros pierden la condición de civiles 
mientras pertenezcan a la organización. Esto significa, sin ambages, que pue-
den ser objeto de ataques directos por parte de las fuerzas militares.

Aunque el contexto actual colombiano plantea exigencias en el com-
bate a la criminalidad, el modelo de Estado social de Derecho impone que 
la persecución no pueda realizarse a cualquier costo, sino con escrupuloso 
reconocimiento de la vigencia de los derechos fundamentales, pues de lo 
contrario la intervención del Derecho penal resulta ilegítima.

Sin embargo, la realidad fáctica es inobjetable, ya que a partir del pro-
ceso de desmovilización paramilitar, se generó una diáspora criminal que 
continuó la herencia de las autodefensas y sus negocios criminales, especial-
mente el narcotráfico. En el medio colombiano, la criminalidad organizada 
ha evolucionado. Una mayor y mejor capacidad armada y uso de la violen-
cia, estructuras más adaptadas para evitar la persecución, un aumento en el 
portafolio de las actividades criminales, e inclusive la corrupción de las auto-
ridades estatales encargadas de perseguirlas y salvaguardar el orden público, 
son solamente algunas de las preocupaciones actuales56.

56 pRieto (2013), gRAnADA, RestRepo y tobón (2009).
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Es clarificadora en las decisiones de persecución penal contra las bandas 
criminales la finalidad de la agrupación. Si se trata de criminalidad organi-
zada, cuyo objeto prevalente es el afán de lucro y sus acciones no guardan 
relación con las hostilidades, ni en el sentido estricto ni en el sentido amplio 
de la noción de conflicto armado previsto en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, la normativa llamada a regular la persecución de estos grupos 
es el Derecho penal ordinario. Y en sentido inverso, si la finalidad de la activi-
dad del grupo guarda alguna relación con el conflicto armado, se posibilitaría 
su comprensión como participante en las hostilidades.

Mientras no se demuestre tal relación, las actividades de las bandas cri-
minales se enmarcan en el crimen organizado y los delitos en que incurran 
serán de criminalidad común, y se itera entonces la ilegitimidad de la política 
de ataques militares contra las bandas criminales a la luz del DIH, a menos 
que se demuestre la participación en las hostilidades por parte de estas ma-
nifestaciones criminales.
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